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“Decenio de la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres” 

“Año de la unidad, la paz y el desarrollo” 

 

     Lima, 20 de marzo de 2023 

 

 

OFICIO N° 0083-2023-DP   

 

Señora Ministra  

Albina Ruiz Ríos 

Ministerio del Ambiente 

Presente. - 

 

De mi mayor consideración:  
 

Es grato dirigirme a usted a fin de saludarle y, a su vez, referirme a la 
denuncia difundida en medios relativa a la ONG Amazónicos por la Amazonía, 
fundada por la señora Rosa Karina Pinasco Vela, actual viceministra de Desarrollo 
Estratégico de los Recursos Naturales del Ministerio del Ambiente–Minam, habría 
obtenido la certificación OMEC (otras medidas de conservación basadas en áreas) 
tan solo un día después de asumir el cargo, certificación que le permitiría recibir 
financiamiento internacional.1 

 
Según la denuncia periodística, la citada funcionaria en el año 2004 fundó la 

referida asociación, en calidad de presidenta, de la mano de su expareja Miguel 
Tang Tuesta (vicepresidente) y su madre, Trinidad Vela Ruiz (tesorera). Asimismo, 
se precisa que la referida ONG habría presentado su solicitud para recibir la 
certificación OMEC ante el Minam el 15 de diciembre de 2022 el mismo día en que 
asumía el cargo de viceministra y que dicha solicitud fue aprobada al día siguiente. 

 
Sobre el particular, el numeral 1 del artículo 8 de la Ley N° 27815, Ley del 

Código de Ética de la Función Pública, prohíbe a los funcionarios del Estado 
aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, laborales, 

económicos o financieros pudieran estar en conflicto con el cumplimiento de los 
deberes y funciones a su cargo. En esa misma línea, el literal b) del numeral 5.1 
concordante con el numeral 5.2 del artículo 5 de la Ley N° 31564, Ley de prevención 
y mitigación del conflicto de intereses en el acceso y salida de personal del servicio 
público,2 establece como impedimento de los sujetos del sector privado –hasta tres 
años posteriores a la extinción del vínculo con la empresa o institución privada– el 
intervenir como funcionarios con capacidad de decisión cuando deban 
pronunciarse respecto de cualquier asunto que involucre a la empresa o institución 

                                                           
1 Visto en: 
https://www.latina.pe/noticias/punto-final/ministerio-del-ambiente-beneficio-a-ong-fundada-por-su-actual-

viceministra 
2 Publicada el 17 de agosto de 2022. 
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privada con la que se mantuvo relación laboral o contractual previa a su vínculo 
con la entidad pública.3 

 
Teniendo como marco dicha normativa, se advierte que al haber ostentado el 

cargo de presidenta de la ONG hasta el 13 de diciembre de 2022, según información 
consultada en Registros Públicos; y al estar en la actualidad el padre de sus hijos, 
así como su madre, a cargo de la ONG; y al haber intervenido la propia viceministra 
para que la ONG de sus familiares se viera beneficiada con el otorgamiento de una 
certificación (la cual, según el medio periodístico, había sido brindada en su corto 
tiempo de gestión), todo ello configuraría un conflicto de interés.  

 
En razón a lo expuesto, y conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 

Orgánica de la Defensoría del Pueblo,4 se recomienda encomendar a quien 
corresponda proceder cuanto antes con la evaluación de la citada denuncia, a la 
luz de la normativa sobre la materia y demás disposiciones que resulten aplicables, 
a efectos de determinar si se configuró un conflicto de interés y adoptar las medidas 
que correspondan incluyendo evaluar la anulación de la certificación otorgada a la 
ONG ‘Amazónicos por la Amazonía’, en mérito al presunto conflicto de interés en la 
tramitación del respectivo pedido. Asimismo, sin perjuicio de lo anterior, resulta 
pertinente analizar la existencia de elementos de naturaleza penal y, de ser el caso, 
comunicar los hechos al Ministerio Público para las investigaciones 
correspondientes.  

 
Con la seguridad de contar con su gentil atención, hago propicia la 

oportunidad para expresar mi especial consideración y deferencia personal.  
 

Atentamente, 
 

Eliana Revollar Añaños 
Defensora del Pueblo (e)  

                                                           
3 Ley N° 31564, Ley de prevención y mitigación del conflicto de intereses en el acceso y salida de personal del 
servicio público, señala:  
“Artículo 5. Impedimentos de los sujetos del sector privado 

5.1. Salvo disposición expresa en normas especiales con rango de ley que establezcan otros impedimentos, los 
sujetos del sector privado señalados en el artículo 2, respecto de las entidades públicas cuyo ámbito específico de 
función comprendan a las empresas o entidades privadas a las que estos estuvieron vinculados laboral o 
contractualmente, están impedidos de: 

(…) 
b) Intervenir como funcionario con capacidad de decisión pública en dichas entidades públicas cuando deba 
pronunciarse respecto de cualquier asunto que involucre a la empresa o institución privada con la que mantuvo 
relación laboral o contractual previa a su vínculo con la entidad pública. 

(…) 
5.2. Los impedimentos se extienden hasta tres años posteriores a la extinción del vínculo laboral o contractual 
con la empresa o institución privada, salvo el caso del literal d) del numeral 5.1., cuyo impedimento se extiende 
hasta la conclusión del proceso. 

(…)” 
4 La Ley Nº 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, señala: 
Artículo 26°. - El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, puede formular a las autoridades, 
funcionarios y servidores de la administración pública advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus 

deberes legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades, 
funcionarios y servidores están obligados a responder por escrito en el plazo improrrogable de 30 días. Si como 
consecuencia de las recomendaciones, no se adoptase una medida adecuada o la entidad administrativa no 
informase al Defensor del Pueblo sobre las razones para no adoptarla, este último podrá poner los antecedentes 

del asunto y las recomendaciones presentadas en conocimiento del Ministro del Sector o de la máxima autoridad 
de la respectiva institución y, cuando corresponda, de la Contraloría General de la República. 


